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Causa N° 15.716

“Recurso de Casación interpuesto por

Ministerio Público Fiscal

en C. 18.825

seguida a V., A. Diego”

V


En la Ciudad de La Plata a los ocho días del mes de agosto de dos mil seis siendo las .............. horas, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores, Carlos Angel Natiello, Horacio Daniel Piombo y Benjamín Ramón Sal Llargués, bajo la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en la causa Nº 15.716 caratulada: “Recurso de Casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal en causa 18.825 seguida a V., A. D.”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: PIOMBO - SAL LLARGUES  – NATIELLO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes




A N T E C E D E N T E S

I. El 28/8/03 la Sala III de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial San Isidro, en causa 18.825, revocó la resolución del Juzgado de Garantías departamental declarando la nulidad del procedimiento que originara la requisa del auto y de todo lo obrado en su consecuencia, en virtud de lo cual sobreseyó totalmente al imputado D. A. V. en esa causa.

II. Contra dicho decisorio interpone recurso de Casación el Fiscal General departamental, abogado Julio A. Novo, quien estima que se aplicó erróneamente las disposiciones contenidas en los arts. 323 y ccdtes. del C.P.P. ya que, el personal policial que se encontraba llevando a cabo un operativo general de control vehicular interceptó un automóvil con el cual circulaban dos personas practicando una requisa que significó el hallazgo en su interior una pistola automática calibre 11,25, respecto de la   cual no contaban con documentación alguna. A su entender, el órgano de grado debió recurrir a una particular interpretación de lo que denominó el derecho personalísimo de la intimidad, citando inadecuadamente el caso de “Poncetti de Balbín” e incurriendo, de esta manera, en el primer vicio. Además, ese órgano colegiado tomó en consideración las normas procesales y sostuvo que el art. 225 del C.P.P. requiere de una orden de requisa dictada por el Juez de Garantías mediante decreto fundado o, en su caso, la norma del art. 294 primer párrafo del ritual, por lo que incurrió en la errónea aplicación de las normas, ya que la situación a aplicar es la contemplada en el art. 294 inc. 5 del Código adjetivo. En todo caso, si la cámara “a quo” entendió que tal disposición vulneraba principios constitucionales debió haberlo declarado expresamente, porque la ausencia de una declaración al respecto impone efectuar una interpretación armónica con el resto del ordenamiento procesal. Solicita sea casado el fallo, siguiendo la causa su tramitación en la forma correspondiente.


III. Con fecha 31/10/03 obra resolución de la Cámara “ex ante” mencionada concediendo el remedio intentado (arts. 433, 451, 452, 456 y ccdtes. del C.P.P.).


IV. Corrida la vista de rigor el Adjunto del Defensor Oficial de Casación, se pronuncia por el rechazo del recurso por insuficiencia documental, formulando reserva del caso federal (art. 14 de la ley 48). Por el contrario, el pretensor público ante esta sede  sostiene el progreso del recurso.

V. Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, los magistrados de referencia en el inicio de esta relación resolvieron plantear y resolver las siguientes: 

C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Cabe confirmar la resolución de fecha 31/10/03?


2da.) ¿Resulta fundada la oposición de la defensa ante esta Casación?

3ra.) En caso de responderse afirmativamente al interrogante precedente ¿es fundado el recurso interpuesto?

4ta.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Surge de los presentes actuados, que se ha cumplido con los recaudos exigidos por el código adjetivo para recurrir (433, 451, 452, 456 y ccdtes. del C.P.P., ver fs. 29/30). La sentencia reviste la calidad de definitiva para el impugnante (art. 452 del C.P.P.), puntualizando el recurrente de manera concreta el motivo de casación que lo habilita, con correlativa mención de las normas presuntamente infringidas.


Por último, aunque esto parezca superabundante, no debe perderse de vista la importancia institucional de la temática planteada, toda vez que se centra en la interpretación del alcance de  un dispositivo que hace a las facultades de las fuerzas encargadas de la prevención y seguridad en la requisa de bienes colocados o guardados en automotores en circulación.

En consecuencia, entiendo que cabe votar por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Un viejo axioma lógico, esto es: propio de la ciencia del pensamiento, expresa que el otorgamiento o concesión de lo que conforma el género implica el otorgamiento o concesión de lo que configura la especíe, esto como parte del argumento “a fortiori”, o “con mayor razón todavía”.


El artículo 456 del ritual, texto a partir de la ley 13.057, autoriza a esta sede, “en todos los casos”, a requerir los principales. En otras palabras, si esta sede puede requerir el todo (el legajo o expediente en el que se sustancian las actuaciones prevencionales que conforman el principal) no veo que no pueda requerir algunas de sus piezas documentarias. 


La oposición yace, pues, en la inopia y debe ser repulsada.


Voto por la negativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


No puedo menos que distanciarme del voto debido al distinguido colega que abre el acuerdo.


Ello porque –como he sostenido en anteriores oportunidades en que una parte incurriera en ese defecto formal– sus afirmaciones no se sustentan documentalmente puesto que no han sido debidamente acompañadas de copias de las piezas en que se fundan, ni se ha indicado la ubicación de las mismas. 

Ello es así, por cuanto si bien el art. 456 del Código Procesal Penal dispone que “En caso de faltante de copias de piezas procesales que el Tribunal de Casación juzgue indispensables para decidir, se requerirán las mismas al “a quo” bajo apercibimiento de ley”, dicha normativa no puede interpretarse en el sentido de que los recursos de casación no necesitan ser acompañados de las piezas que el recurrente entienda esencialmente relevantes para resolver, en contra de la clara normativa del art. 451 del C.P.P.


Esta disposición –ubicada sistemáticamente en el capítulo de la “Procedencia“ del recurso propio, como resulta evidente- hace expresa referencia a la necesaria exigencia de fundamento y motivación del recurso.


En efecto, ese dispositivo alude claramente a que las partes, “bajo sanción de inadmisibilidad... ...mediante escrito fundado... ...deberán citar las disposiciones legales que se consideren no observadas o erróneamente aplicadas, los nuevos hechos o elementos de prueba o los otros motivos especiales del artículo 467...” (primer párrafo del art. 451).


La exigencia de completividad debe ser ejercitada por el a quo, a quien se le acuerda la facultad –otra vez bajo sanción de inadmisibilidad– de “intimar su presentación“ (segundo párrafo del art. 451).


Ya en otro andarivel, inaugurando el capítulo rector del “Trámite“ del recurso propio, el artículo 456 –también en forma harto clara– alude a otras piezas: a aquellas “que el Tribunal de Casación juzgue indispensables para decidir“; o sea, como no podría ser de otro modo, prevé la situación de que este Tribunal –más allá de lo manifestado por el recurrente en base a la documentación acompañada por resultar exigida legalmente- advierta la necesidad de traer otros elementos de la causa para su análisis.


Esta es la impronta de la facultad del Tribunal de reclamar los autos principales: ampliar su base de conocimiento conforme al criterio de revisión de tribunal “ad quem”.


Nótese que la disposición del tercer párrafo de la norma que comento se refiere que se requerirá al a quo la remisión de esos elementos que reclama este Tribunal para mejor proveer, bajo apercibimiento de ley, naturalmente, al inferior.


Esto es lógico y jurídico puesto que es el a quo el depositario de la causa principal. A ello se refiere el legislador cuando autoriza a razonar que quien puede pedir el todo puede pedir la parte.


Pero si es el mismo recurrente el que ha indicado que –a su criterio- determinados elementos son los que fundan su reclamo, dispénsese la obviedad y la reiteración, es él quien debe acompañarlos.


Lo contrario implicaría que el Tribunal, abandonando su rol imparcial, acuda en salvaguarda de los intereses de las partes que recurran completando los recursos que éstas han presentado en forma insuficiente y –lo que es peor- que destine sus recursos a sustituir a las partes en la correcta presentación de sus escritos, en lugar de concentrarlos en la adecuada resolución de los mismos. 


Nótese que el recurso puede tener diversos fundamentos y que la determinación de aquel que se pretende esgrimir en desmedro de otros que –por caso– se desea omitir, es decisión privativa de quien –de ese modo– va (o debería ir) dirigiendo la vía impugnativa que –como es obvio– es un proceso gradual de acceso eventual a sucesivos estadios, cada uno con sus peculiaridades y exigencias.


Esa estrategia de la parte no puede ser intuida por el Tribunal que –ineluctablemente– debe ser imparcial y ajeno a la misma.


Cabe tener en cuenta, además, que tratándose de un recurso del Ministerio Público Fiscal, la interpretación que aquí se critica importaría legitimar al representante del Estado para la presentación de recursos sin motivación o “in pauperis”, lo que no puede medirse con la misma vara que en el caso de recursos a favor del imputado, que cuenta –en ello- con las garantías que la Constitución le acuerda.


Por ello es que creo que la oposición articulada debe acogerse por no estar sustentada –como lo afirma el preopinante– en la inopia.


Voto por la afirmativa

A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la negativa.

A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

1. El abordaje requiere, a mi modesto juicio, algunas precisiones propedéuticas.

2. Tal como lo ha advertido la Cámara Nacional de Casación Penal (Sala III, sent. del 18/4/97, “Solís”, en J. A. 1997-IV, p. 586) no pueden aplicarse automáticamente las normas relativas al allanamiento de morada a la requisa de automotores.

Y esto es así porque en la protección del domicilio contra las inmisiones del poder público se resguarda el ámbito destinado a proteger la intimidad de la persona, o sea el enderezado a contener la vida privada propia y del núcleo familiar, tal como lo es clásicamente el hogar o domicilio en el sentido constitucional de la expresión. Esto sin contar que en el mismo punto de protección converge el asiento jurídico de la persona -esto es: centro de vida y de negocios- y también el ámbito de custodia de las cosas muebles y valores más relacionados con la individualidad humana. 

El automóvil es un medio que, al igual que el tren o el colectivo, nos transporta de un sitio a otro; pero con algunas diferencias: es de nuestra propiedad o posesión y podemos decidir el momento y la forma en que haremos el viaje, así como las personas que nos acompañarán. Además, en sus comodidades –incluso algunas específicas para ello como el baúl o maletero y la guantera- cabe dejar bienes y cosas en la esperanza que la especial protección de la propiedad que brinda el ordenamiento a través de sanciones agravadas y la eficacia de los cerramientos y alarmas, nos proteja del despojo de terceros.

Sentadas estas coordenadas, saltan a la vista las diferencias con el domicilio constitucional: no hay ahí asiento jurídico, ni centro de vida, ni ámbito de intimidad, amén que su continuo desplazamiento le quita fijeza y permanencia con relación a las demás cosas y, esto es fundamental, siempre se moverá –salvo los instantes en que entre o salga de una propiedad- por los caminos públicos en cuyo ámbito el Estado tiene un poder de policía que hace al resguardo tanto de la seguridad de la circulación como de la integridad de las personas.

Incluso, toda intimidad queda, literalmente dicho, “barrida” por la exigencia de que los vehículos, en cualquier momento, puedan ser verificados técnicamente y examinados en lo que atañe a la exactitud y genuinidad de su numeración identificatoria, placas matriculares  y documentación acreditativa de la propiedad o tenencia y detenidos para examinar la habilitación del conductor, la carga transportada, medios lumínicos o mecanismos frenatorios. También literalmente destruye cualquier idea de intimidad el requerimiento de que deban usar vidrios transparentes cuyas superficies no pueden ser espejadas, obscurecidas o polarizadas, so pena de incurrir en infracción impeditiva de su circulación (arts. 16, 22, 46, 47, 59, 140, etc. De la ley 11.430).

3. El tráfico de automotores no es un hecho que sea extraño al mecanismo de la seguridad, más aún, en los países de mayor motorización de la tierra, como los EE. UU. (1,4 autos por habitante), han tomado conciencia que por las calles circulan, aprovechando la facilidad de desplazamiento de los automotores, las bandas de delincuentes seleccionando víctimas, a la vez que burlando a las fuerzas de seguridad, la más de las veces condenada al inmovilismo estratégico que le impone la necesidad de resguardar numerosos blancos “fijos” como bancos, estaciones de ómnibus, edificios públicos o grandes comercios. De ahí que su Corte Suprema, con casos paradigmáticos como "Wyoming vs. Houghton" hayan permitido el registro de vehículos sin que sea necesario orden judicial ni demostración de “causa probable”, esto es, por meras sospechas (ver “L. L.” 1999-F, p. 335).


En la Argentina, con una delincuencia cuyo “modus operandi” se concreta en el despojo de vehículos para luego, con estos medios de transporte, emprender “raids” delictivos que se concretan en asaltos con armas cuyo resultado más evidente es el promedio de cuatro comerciantes muertos por día en ocasión de perpetrarse robos en sus negocios (zonas del Gran Buenos Aires, Gran Rosario o Gran Córdoba), la prevención urgía hacer efectivo un control vehicular destinado tanto a identificar rodados sustraídos como armas no autorizadas llevadas en vehículos. Al calor de esa necesidad nacieron tanto el art. 230 bis del Código Federal como el artículo 294, inc. 5, del texto local, en los que el legislador, haciendo uso de sus facultades constitucionales y trazando una razonable restricción a los derechos, privilegió la protección de las vidas humanas y la seguridad públicas por sobre la comodidad de los viandantes motorizados (Conf.: Cámara Apelaciones Contravencional y Faltas, Ciudad. Autonoma Bs.As., Sala 1°,  8/2004 – “Luongo”). Y no pudiendo juzgar la jurisdicción, al hacer control de constitucionalidad, respecto de los criterios de conveniencia u oportunidad utilizados por el legislador (Sala I, sent. del 23/9/1999 en causa 30, “Ruiz”), el tema asume claridad meridiana en la paulatina aproximación a lo medular del caso. 

En efecto, no hay intimidad alguna que juegue en el caso. Lo dicho por el recurrente sobre la especie judicial emanada del Superior tribunal de la federación, traída a cuento en el fallo cuya descalificación se procura, es exacto. No puede equipararse el hacer que consiste en obtener instantáneas en el interior de la habitación donde un enfermo de gravedad está sometido a terapias de urgencia (así ocurrió en el caso invocado), con el accionar preventivo de la autoridad policial respecto del desplazamiento de vehículos por la vía pública. Tampoco puede, so pretexto de una sutil interpretación que desvirtúa totalmente el sentido y la “ratio essendi” un dispositivo legal, eludir una declaración de inconstitucionalidad que, por lo dicho más arriba, sería descaminada. Me explico: la tesis de los magistrados que suscriben implica desconocer la idea del legislador y dejar el Código como si no se hubiese innovado sobre el particular, o sea sin posibilidades de que la autoridad contribuya a prevenir el desplazamiento de personas armadas que ponen en peligro la vida y bienes de la sociedad argentina (“L. L.” diario del 26/7/04, p. 1).

Voto por la afirmativa.

A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Dejando a salvo mi opinión vertida en la cuestión precedente y enterado en el breve intercambio de ideas que precede a este Acuerdo del contenido del voto del Dr. Natiello, adhiero por a sus fundamentos al mismo y doy mi voto por la afirmativa.


Es mi voto.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al resultado propuesto por el doctor Piombo, sin perjuicio de lo cual expondré algunas consideraciones al respecto.


El fondo de la cuestión, gira en torno a la legalidad de la requisa realizada por personal policial y de todos los actos que son su consecuencia.


El artículo 294 del Código Procesal Penal, en su inciso 5to. establece que los funcionarios policiales pueden disponer requisas urgentes con   arreglo al artículo 225 del mismo cuerpo, cuando se "trate de un operativo público de control motivado en políticas tendientes a la prevención de los delitos...".


Y conforme surge de autos, el personal policial procedió a la requisa del automóvil en razón de la realización del operativo "Marea Azul", ordenado por la "superioridad de esa Policía", y respecto de un automóvil que tenía "vidrios polarizados".


Estas dos circunstancias objetivas justifican la requisa cuestionada, abasteciendo las pautas previas que reclama la ley formal (artículos 294 inciso 5°, 222 y 225 del Código Procesal Penal), puesto que, sumado a que los policías actuantes lo hacían en el marco de un operativo de seguridad -ordenado por la autoridad jerárquica correspondiente-, el vehículo cuyos vidrios estaban polarizados viola la normativa respectiva, prohibición que se basa -casualmente- en que dificulta la prevención del delito, función primordial de cualquier institución policial del mundo.


Por otra parte, la medida no estuvo fundada en un estado subjetivo de sospecha, situación respecto de la cual tanto la Constitución Nacional como su reglamentación reclaman una orden judicial previa (artículo 18 Constitución. Nacional; art. 225 C.P.P.).


Es conocida la jurisprudencia que la Suprema Corte de los Estados Unidos ha desarrollado como la "excepción de los automotores" para justificar su requisa sin orden de autoridad competente (vrg. el caso "Carroll v. United States", 267, U.S., 132, 1925), jurisprudencia también empleada por nuestro máximo Tribunal Federal. En aquel caso se sostuvo que no era factible obtener una orden judicial, porque el rodado puede rápidamente ser sacado de la localidad o jurisdicción en la cual el mandamiento judicial debe ser obtenido (en igual sentido CSJN, 12-11-98, "Fernández Prieto").


Sin perjuicio de sostener en reiterados pronunciamientos que el requisito de que se manifiesten las causas de la sospecha que justifica la requisa no desaparece por el éxito de la medida, puesto que un acto nulo no se subsana por su resultado, ello no significa -tal como lo señala el Dr. Piombo- equiparar la protección del domicilio y la intimidad de los ciudadanos contra los avances del poder de policía, con la protección que la ley le otorga al tráfico de automotores.


Concluyo entonces que -tal como se expresara-, en el caso de autos los funcionarios policiales actuaron en el marco de las facultades que les confiere el artículo 294 inciso 5° del ritual.

Voto por la afirmativa.
A la cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Entiendo corresponde:1) confirmar la resolución de fecha 31/10/03 en cuanto declara admisible el recurso de Casación interpuesto por el Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro, abogado Julio A. Novo, en causa N° 18.825/III seguida a A. D. V.; 2) por mayoría rechazar la impugnación deducida por la defensa de Casación; 3) por los fundamentos dados, casar la resolución de fecha 28/8/03 dictada por la Sala III de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías de la departamental mencionada en la causa citada (arts. 323, 433, 450, 451, 452, 456 primera parte del C.P.P.), con lo que queda sin efecto la nulidad decretada y el sobreseimiento dictado, debiendo el trámite seguir según su estado; sin costas; 4) tener presente la reserva del caso federal formulada por el Adjunto del Defensor de Casación (art. 14 de la ley 48).


Así lo voto.

A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismo fundamentos.


Así lo voto.

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:

I.- Confirmar la resolución de fecha 31/10/03 en cuanto declara admisible el recurso de Casación interpuesto por el Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro, abogado Julio A. Novo, en causa N° 18.825/III seguida a A. D. V.; 

II.- Por mayoría, rechazar la impugnación deducida por la defensa de Casación.

III.- Por sus fundamentos, casar la resolución de fecha 28/8/03 dictada por la Sala III de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías de la departamental mencionada en la causa citada, dejando sin efecto la nulidad decretada y el sobreseimiento dictado, debiendo el trámite seguir según su estado; sin costas.

Arts. 323, 433, 450, 451, 452, 456, 460; 530 y 531 del C.P.P.

IV.- Tener presente la reserva del caso federal formulada por el Adjunto del Defensor de Casación.

Art. 14 de la ley 48. 


V. Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Única General de Entradas, conforme al Acuerdo Extraordinario del pleno suscripto con fecha 28/12/04, para su notificación con copia certificada de lo aquí resuelto a la Sala III de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial San Isidro.

Arts. 33 y 36 del Reglamento Interno del Tribunal de Casación. 

Oportunamente archívese.
Fdo.: CARLOS ANGEL NATIELLO - HORACIO DANIEL PIOMBO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES     

ANTE MÍ: CRISTINA PLACHE
